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 PRÓLOGO 

El 20 y 21 de agosto 2019 se llevó a cabo en el Observatorio Villa Ocampo de la UNESCO en Argentina, 
el “Taller Derecho Humano a la Ciencia: perspectiva latinoamericana”. En dicha ocasión, la Oficina Re-
gional de Ciencias de la UNESCO convocó a expertos latinoamericanos provenientes de distintos ámbitos 
y disciplinas (comunidad científica, derechos humanos, ética de la ciencia, política científica, conocimien-
tos ancestrales, empresas privadas, entre otras) para discutir durante dos jornadas las particularidades del 
Derecho a la Ciencia desde una mirada regional y así contribuir a su promoción y desarrollo en el contexto 
latinoamericano y caribeño.

La Ciencia es un Derecho Humano. Así lo considera la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
en su artículo 27 cuando dice: “Toda persona tiene derecho… a participar en el progreso científico y en los 
beneficios que de él resulten… Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales 
que le correspondan por razón de las producciones científicas…” 

Dicha consideración se ve ratificada y reforzada en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, (artículo 15) y, a nivel interamericano, en la Declaración Americana de Derechos y De-
beres del Hombre (artículo 13) y el Protocolo de San Salvador sobre Derechos Económicos Sociales y Cul-
turales – DESC (artículo 14), que incluyen al progreso científico y gozar también del progreso tecnológico.

El desarrollo de este derecho gana especial relevancia en estos tiempos donde los avances científicos y 
tecnológicos están teniendo un especial impacto político, ético, social, sanitario y ambiental a nivel nacional 
y global y donde, a la vez, surgen movimientos negacionistas del conocimiento y la evidencia, crece la fake 
science y la ciencia dudosa empieza a ser una amenaza. 

Sin embargo, este es un “derecho olvidado”, que no ha tenido el mismo desarrollo que otros derechos a 
nivel global y regional. 

Por eso desde UNESCO, como agencia especializada de las Naciones Unidas dedicada al avance de la cien-
cia, tenemos una especial responsabilidad por abogar en la defensa y la promoción del Derecho a la Ciencia 
en América Latina y el Caribe, así como por buscar que el progreso científico respete, garantice y promueva 
otros derechos. A su vez, buscamos que la generación de conocimiento basada en evidencia científica sea 
fundamento de políticas orientadas al desarrollo sostenible en consonancia con los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y la Agenda 2030.

Este documento de Mario Albornoz, busca contribuir a la generación de conocimiento sobre el desarrollo 
del derecho a la ciencia en nuestra región, desde una mirada de la política científica.  Estos aportes de Albor-
noz fueron fundamentales para la realización del taller y conforman un insumo muy importante para seguir 
avanzando en la consolidación de la ciencia como derecho, y ayudar a profundizar el papel de la ciencia para 
el desarrollo sostenible. 

Desde la UNESCO estamos convencidos de que garantizar el derecho a la ciencia y el acceso al conoci-
miento son pilares fundamentales para que nuestra región avance hacia una sociedad más inclusiva, prós-
pera y sostenible. 

  

https://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx
http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp
http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp
https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html
https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html
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 LA CIENCIA COMO DERECHO HUMANO 
Una mirada desde la ciencia

“... el acceso, el uso y la democratización del conocimiento es un bien social, colectivo y estratégico, 
esencial para poder garantizar los derechos humanos básicos e imprescindibles para el buen vivir de 
nuestros pueblos, la construcción de una ciudadanía plena, la emancipación social y la integración 
solidaria latinoamericana y caribeña”. (CRES, 2018) 

Diversas convenciones internacionales a partir de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(DUDH) de 1948 reconocen la existencia de un de-
recho humano a la ciencia. Sin embargo, no es tan 
sencillo establecer a primera vista en qué consiste. 
¿Se trata exclusivamente del conocimiento científico 
o incluye otro tipo de conocimientos como el tecno-
lógico o los saberes que forman parte del patrimo-
nio cultural de las distintas comunidades humanas? 
¿Se trata de la libre aplicabilidad de los conocimien-
tos como condición necesaria para el desarrollo? ¿Se 
trata del libre acceso a los conocimientos científicos, 
o se trata del derecho a investigar? La primera idea 
implicaría la disponibilidad universal de los conoci-
mientos científicos. La segunda iría de la mano con 
el derecho de acceder a la educación superior, ya 
que ésta permite alcanzar las capacidades necesarias 
para la práctica de la investigación. ¿En qué pensa-
ban los que enunciaron tal derecho y cómo cabría 
interpretarlo hoy, setenta años después?

 EL DERECHO ENUNCIADO. 

La DUDH establece el derecho de cada persona a 
participar del avance científico y de sus beneficios. 
En su artículo 27, se realizan dos afirmaciones:

1. Todas las personas tienen derecho a parti-
cipar libremente en la vida cultural de su 
comunidad, disfrutar de las artes y com-
partir el avance científico y sus beneficios.

2. Todos tienen derecho a la protección de los 
intereses morales y materiales resultantes 
de cualquier producción científica, literaria 
o artística de la cual fuera autor.

En forma previa, aquel mismo año, la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
que fuera aprobada por la IX Conferencia interna-
cional americana realizada en Bogotá (la misma que 
dispuso la creación de la OEA), había establecido es-
tablecía en su artículo 13 y en idéntico sentido, que 

“cada persona tiene derecho a tomar parte 
en la vida cultural de su comunidad, disfru-
tar las artes y participar en los beneficios que 
resulten del progreso intelectual; especialmente 
los descubrimientos científicos”. 

Y agregaba que:

“tiene asimismo derecho a la protección de 
los intereses morales y materiales que le corres-
pondan por razón de los inventos, obras litera-
rias, científicas y artísticas de que sea autor”.

 EL OBJETO DEL DERECHO Y SUS 
IMPLICANCIAS. 

De acuerdo con los textos mencionados, el objeto 
del derecho es “el avance científico”, la “producción 
científica” y “los avances científicos”. Es decir, se tra-
ta al mismo tiempo de un tipo de conocimiento y 
de una actividad destinada a adquirir nuevo cono-
cimiento de ese tipo, el cual acarrea beneficios so-
ciales. Los destinatarios del derecho, por lo tanto, 
varían según el aspecto que se considere.

• La ciencia como conocimiento es, desde 
la perspectiva de la DUDH, patrimonio de 
“todas las personas”. Son todas ellas las que 
tienen derecho a disfrutar de sus benefi-
cios. 

• La ciencia como actividad atañe a la co-
munidad científica, aunque en un sentido 
amplio, ya que incluye, no solamente la in-
vestigación y desarrollo tecnológico (I+D), 
sino también la transferencia, la difusión, 
la comunicación pública y la participación 
ciudadana en el desarrollo de proyectos de 
interés social, así como en la toma de po-
sición frente a aspectos éticos y riesgos so-
ciales o ambientales.
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En consecuencia, el derecho atañe por un lado a 
un sujeto social tan amplio como “todas las perso-
nas” y, por otro lado, a un conjunto más restringido, 
conformado por los investigadores, los tecnólogos, 
los divulgadores científicos los transferencistas y los 
gestores de instituciones o emprendimientos cientí-
ficos, ya que todos ellos, como actores, constituyen 
la ciencia. En tal sentido, la enunciación remite, en-
tre otros, a temas fundamentales como la libertad 
de investigación, el financiamiento, la política cien-
tífica y el acceso a los datos, a los materiales y a los 
conocimientos logrados como resultado de la I+D 
(Donders, Porsdam et al, 2018).

 HACIA UN CONCEPTO DE CIENCIA 

Para lograr una correcta aproximación al concep-
to del derecho que se está analizando, se necesitan 
algunos acuerdos básicos acerca de qué se entiende 
por “ciencia”. Al respecto, la CG de la UNESCO en 
su 39ª reunión, celebrada en París en 2017 fue por 
ese camino y formuló las siguientes definiciones ter-
minológicas, que resultan útiles a la hora de esclare-
cer el objeto del derecho en cuestión:

• “la palabra ´ciencia´ designa el proceso 
en virtud del cual la humanidad, actuando 
individualmente o en pequeños o grandes 
grupos hace un esfuerzo organizado, me-
diante el estudio objetivo de los fenómenos 
observados y su validación a través del in-
tercambio de conclusiones y datos y el exa-
men entre pares, para descubrir y dominar 
la cadena de causalidades, relaciones o in-
teracciones; reúne subsistemas de conoci-
miento de forma coordinada por medio de 
la reflexión sistemática y la conceptualiza-
ción; y con ello se da a sí misma la posibili-
dad de utilizar, para su propio progreso, la 
comprensión de los procesos y de los fenó-
menos que ocurren en la naturaleza y en la 
sociedad”;

• “la expresión ‘las ciencias’ designa un 
complejo de conocimientos, hechos e hi-
pótesis en el que el elemento teórico puede 
ser validado a corto o largo plazo y, en esa 
medida, incluye las ciencias que se ocupan 
de hechos y fenómenos sociales; 

• “la palabra ‘tecnología’ designa el cono-
cimiento directamente relacionado con la 

producción o el mejoramiento de bienes o 
servicios”; 

Como se puede ver, las definiciones adoptadas por 
la UNESCO también distinguen en la palabra cien-
cia y en su plural “ciencias” una actividad social or-
ganizada y un conjunto de conocimientos dotados 
de ciertos rasgos definitorios. Se trata de una distin-
ción afín a la visión de filósofos y sociólogos de la 
ciencia como Mario Bunge (1985) y Robert Merton 
(1984), entre otros. En la medida que ella no es sola-
mente un conjunto de conocimientos sino también 
una actividad, cobra sentido un debate acerca de si 
el derecho garantizado se limita a la posibilidad de 
disfrutar pasivamente de los conocimientos cientí-
ficos o incluye también la posibilidad de participar 
activamente en la empresa científica, en un sentido 
más amplio.

 TENSIÓN INTERNA

Se ha llamado la atención acerca de que la fórmula 
adoptada para la enunciación general del derecho a 
la ciencia contiene una tensión entre el derecho a 
participar libremente de los avances científicos y el 
derecho a la protección de los intereses morales y 
materiales que le correspondan al autor de los cono-
cimientos. La idea de compartir en forma libre los 
beneficios que surjan del trabajo intelectual ha sido 
motivo de controversias, cuando a la vez se protege 
la propiedad intelectual. Hay una tensión entre am-
bas garantías, ya que una de ellas implica la posibi-
lidad de examinar, verificar y aplicar libremente los 
hallazgos de otros investigadores, a quienes se con-
sidera miembros de una “comunidad científica” que 
se nutre de valores como la libertad de investigación, 
el desinterés y la universalidad de los conocimien-
tos. La otra garantía remite al reconocimiento de la 
autoría de los conocimientos científicos y tecnológi-
cos (intereses morales) e incluso de su apropiación 
privada (intereses materiales).

Cabe entonces interrogarse: ¿qué tipo de conoci-
miento está protegido por el derecho a la ciencia? 
¿Se trata del conocimiento científico básico, de li-
bre disponibilidad, o comprende también al cono-
cimiento aplicado? En el primer caso, se trataría de 
compartir los avances científicos en el contexto de la 
participación en la “vida cultural de la comunidad”, 
tal como se menciona en la DUDH. En cuanto al 
conocimiento aplicado, éste en ciertos casos puede 
ser de libre disponibilidad, pero en otros puede estar 
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protegido como propiedad intelectual, lo que daría 
lugar a la tensión a la que se ha hecho referencia. 

La inclusión del conocimiento tecnológico agre-
ga cierta complejidad al análisis ya que, si bien en 
la ciencia conviven aspectos desinteresados, como el 
deseo de conocer, con aspectos utilitarios basados en 
el deseo de “dominar la naturaleza”, como lo expre-
sara en los orígenes de la ciencia moderna Francis 
Bacon (1620), la tecnología es en sí misma utilitaria 
y se relaciona con la producción de bienes y servi-
cios. ¿Acaso el derecho al libre acceso incluye a la 
tecnología? Si la respuesta fuera positiva, se estaría 
en un terreno delicado ya que, como señalaba Jorge 
Sabato (1968), la tecnología es una mercancía que, 
como tal, tiene valor económico y su propiedad está 
protegida. 

Por otra parte, muchas tecnologías tienen un va-
lor político, de naturaleza estratégica. Determinadas 
tecnologías son “inherentemente políticas”, señalaba 
Langdon Winner (1987). Pensar que el derecho im-
plique el libre acceso a tecnologías estratégicas para 
los países, o de alto valor económico para las empre-
sas, parece poco factible, por lo que aquí se encon-
traría un límite a la amplitud del objeto del derecho. 
Es preciso analizar minuciosamente las tensiones 
para determinar qué es lo que está protegido en cada 
caso. En este texto se argumenta que ambos tipos 
de conocimientos son complementarios y que es en 
el ámbito de la política científica donde se juega un 
adecuado balance entre ambos. 

 LA POLÍTICA CIENTÍFICA COMO ACCIÓN 
DE BALANCE

La tensión entre el libre acceso a los conocimien-
tos y la garantía de su apropiación privada no tie-
ne una solución única, sino que históricamente es 
resuelta por la política científica. Una mirada histó-
rica acerca de la política científica que comenzó a 
aplicarse en la mayoría de los países a partir de la 
posguerra (en forma coetánea con la formulación 
de este derecho) muestra que se tiende a reservar al 
estado el sostenimiento de la investigación básica y 
a dejar en manos del sector privado el desarrollo tec-
nológico. El ethos de los científicos contiene como 
núcleo central el libre acceso a los conocimientos y 
esto, en principio, sólo puede ser garantizado por el 
financiamiento público, en tanto que el conocimien-
to tecnológico, debido a su valor económico es gene-

ralmente financiado por el sector privado y por ello 
es objeto de protección. 

En el plano de la tecnología se ha tendido en forma 
creciente a estimular al sector productivo a invertir 
en investigación y desarrollo (I+D), realizando in-
vestigación en sus propios centros o contratando a 
las universidades y centros públicos de investiga-
ción. En la práctica, cada vez más se evalúa el des-
empeño de estos centros científicos y tecnológicos 
mediante variables que incluyen los recursos obteni-
dos mediante contrataciones. Es interesante señalar 
la aparente paradoja de que en estos casos el acceso 
a los conocimientos producidos por universidades o 
centros públicos de I+D esté asociado a la capacidad 
de pagar por ellos. 

Para hacer más complejo el escenario, en los úl-
timos años, el extraordinario avance científico en 
muchos campos ha hecho estallar el esquema clási-
co de investigación básica de libre disponibilidad y 
tecnologías apropiadas privadamente. A ello hay que 
agregar que con frecuencia el conocimiento tecnoló-
gico se transfiere incorporado en bienes y servicios, 
lo cual refuerza su carácter privado y limita la capa-
cidad de intervención de los estados nacionales. En 
este escenario ¿de qué forma la intervención pública 
puede garantizar el derecho a la ciencia?

Es preciso tener en cuenta además que existen lí-
mites derivados de contextos más amplios, los que 
a su vez evolucionan históricamente. En tal sentido, 
el que enmarca actualmente la práctica científica es 
muy diferente al de 1948. La globalización, con su 
dimensión demográfica y cultural, tanto como sus 
dimensiones económicas y políticas, configura un 
contexto que obliga a pensar de forma diferente la 
relación de la ciencia con la sociedad. Algunos ras-
gos atribuidos por diversos autores al nuevo contexto 
son el nuevo lugar del capital financiero, la pérdida 
de poder por los estados nacionales, el crecimien-
to de nuevos tipos de derechos y nuevos modos de 
regulación judicializados en la escala internacional 
(Beck, 2000). En estos nuevos escenarios, la política 
científica ha evolucionado en la mayor parte de los 
países y en ámbitos transnacionales, nutriéndose de 
nuevos marcos conceptuales en los que mayormente 
priman los aspectos utilitarios, ya sea de naturaleza 
pública o privada.
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CIENCIA ABIERTA

La resolución de las tensiones que deben ser equi-
libradas o administradas por la política científica en-
cuentra apoyo en los postulados del movimiento que 
reclama una “ciencia abierta”. En forma consistente 
con el derecho a la ciencia, este movimiento aspira 
a que la información producida por las investigacio-
nes científicas, particularmente aquellas financiadas 
con fondos públicos, sea accesible a todos los ciuda-
danos. Tal idea recoge valores propios de la comu-
nidad científica, como la libre comunicación de los 
avances y resultados de las investigaciones. También 
se identifica con tendencias actuales, tales como la 
comunicación pública de la ciencia y la participa-
ción ciudadana.

Desde esta visión se distinguen dos modos dife-
rentes, aunque complementarios, en los que se or-
ganizan las actividades de investigación científica 
y tecnológica en las economías modernas: por una 
parte, la ciencia abierta a la sociedad y, por otra, la 
I+D orientada comercialmente. Ambos modos se 
constituyen en subsistemas institucionalmente di-
ferentes, aunque se requieren mutuamente (David, 
2014). Siguiendo esta idea, el desafío para la política 
científica consiste en mantener ambos subsistemas 
en un balance apropiado, de modo tal que las capa-
cidades especiales de uno puedan amplificar la pro-
ductividad del otro. 

Dado que el primer subsistema está sostenido 
por incentivos y normas que estimulan las con-
ductas cooperativas por parte de los investigadores 
cuyo trabajo depende del financiamiento público, 
la acción de “balance” que debe realizar la política 
científica necesariamente va más allá del mero fi-
nanciamiento a los proyectos de investigación. Debe 
además impulsar medidas para evitar la privatiza-
ción de datos e información científica que deberían 
permanecer en el dominio público. En la búsqueda 
de este balance parece estar la clave para definir el 
alcance del derecho a la ciencia y superar el dilema 
de su tensión intrínseca.

El progreso de las tecnologías de información y 
comunicación (TIC) hace más factible el proceso de 
apertura y difusión del conocimiento científico, has-
ta el punto de que frecuentemente se aplica el térmi-
no “ciencia abierta” a la adaptación de los sistemas 
de investigación e innovación al nuevo entorno ca-
racterizado por Internet y las plataformas de gestión 

de información en línea (Ramírez y Samoilovich, 
2019). 

 COOPERACIÓN PARA EL DESARROLLO

Por tratarse de un derecho garantizado por las 
convenciones internacionales, los estados deben 
asumir obligaciones que hagan efectivo el derecho 
a la ciencia. Esto implica que, además de respetar 
la libertad de investigación científica, promover el 
acceso a los beneficios de la ciencia y sus aplicacio-
nes sobre bases no discriminatorias y prevenir los 
efectos eventualmente perjudiciales, deben además 
promover la cooperación internacional, incluyendo 
el estímulo a las redes de colaboración entre investi-
gadores más allá de las fronteras, tal como lo explica 
la Carta de los Derechos y Obligaciones Económicas 
de los Estados adoptada por la ONU en 1974. Este 
documento  hace foco sobre los países, más que so-
bre los individuos, cuando afirma que todos los es-
tados tienen derecho a beneficiarse de los avances 
en ciencia y tecnología para acelerar su desarrollo 
económico y social. 

La Carta agrega que la restricción en el acceso al 
conocimiento científico y tecnológico afecta espe-
cialmente a los países de medio y bajo nivel de ingre-
sos, así como a las poblaciones más desfavorecidas 
de los países de altos ingresos. Por ello, considera que 
los estados deben promover la cooperación interna-
cional en ciencia y tecnología, prestando atención a 
todos los intereses legítimos involucrados. También 
menciona la necesidad de que los más avanzados 
cooperen con los países en desarrollo para establecer 
y fortalecer su infraestructura científica y tecnológi-
ca e impulsar sus actividades de investigación, ayu-
dando de este modo a expandir y transformar sus 
economías.

Desde la perspectiva de América Latina esta visión 
cobra pleno sentido, ya que la cooperación interna-
cional ha sido una de las ideas fuerza dominantes en 
la región a partir de la segunda posguerra. Fue en un 
escenario de cooperación internacional promovido 
por organismos como la UNESCO y la OEA, que los 
países latinoamericanos implementaron políticas 
destinadas a la promoción de las actividades cientí-
ficas y tecnológicas, al tiempo que desarrollaban las 
estructuras institucionales para la política científica. 
Una peculiaridad de la región ha sido la íntima vin-
culación de la política científica y tecnológica con la 
problemática del desarrollo. La creación de la CE-
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PAL fue un hito significativo surgido del propósito 
de estimular la cooperación para el desarrollo que 
animaba al sistema de las Naciones Unidas. 

 AMENAZAS DE LA CIENCIA

El derecho a la ciencia está elaborado sobre la idea 
de que la ciencia es fundamentalmente benéfica. 
Sin embargo, su capacidad  destructiva es también 
considerable (el hongo atómico como emblema) y 
ha sido motivo de grandes controversias acerca de 
la necesidad de ejercer un control social sobre el uso 
del conocimiento científico (Bernal, 1964). Desde 
esta perspectiva, la ciencia y la tecnología pueden 
generar riesgos éticos y de seguridad cuando no 
se evalúan sus impactos, cuando el conocimiento 
científico es utilizado en contra de la supervivencia 
humana o se elimina la privacidad, afectando la co-
hesión social. Ideologías políticas e intereses econó-
micos y militares han configurado en el siglo pasado 
ejemplos aberrantes del uso destructivo del conoci-
miento científico.  

Tales preocupaciones y debates parecen haber lle-
gado al seno de la Asamblea de la ONU que, en 1975, 
formuló la Declaración acerca del uso del Progreso 
Científico y Tecnológico en interés de la Paz y en Be-
neficio de la Humanidad. El texto reconocía que:

“mientras los desarrollos de la ciencia y la tec-
nología proveen crecientes oportunidades para 
mejorar las condiciones de vida de los pueblos 
y las naciones, en numerosas instancias pue-
den agudizar problemas sociales y amenazar 
los derechos humanos y las libertades funda-
mentales de los individuos”.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos 
celebrada por la ONU en Viena (1993)  estableció 
que, si bien todos tienen derecho a disfrutar de los 
beneficios del progreso científico y sus aplicaciones, 

“ciertos avances, particularmente en las cien-
cias biomédicas y de la vida, así como en las 
tecnologías de la información pueden tener 
potenciales consecuencias adversas para la in-
tegridad, dignidad y derechos humanos de los 
individuos y llama a la cooperación interna-
cional para asegurar que los derechos humanos 
y la dignidad sean completamente respetados 
en estas áreas de preocupación universal”.

La Declaración Universal sobre el Genoma y los 
derechos humanos (UNESCO 1997) se hace eco de 
los potenciales abusos de la ciencia. La investigación 
científica y tecnológica permite, en áreas del cono-
cimiento tales como la biotecnología, manipular 
los códigos genéticos y alentar fantasías como la de 
crear seres humanos superiores. Recuerda además el 
drama de que en ciertos regímenes se hayan desa-
rrollado tecnologías específicas para violar los dere-
chos humanos. La competencia entre el hombre y la 
máquina a través de la robótica, aplicaciones cientí-
ficas para la guerra, entre otros, evidencian que los 
beneficios de la tecnología se combinan con sus ries-
gos y peligros, ya que en algunos casos se generan 
efectos secundarios o subproductos no deseados que 
pueden amenazar los procesos naturales y sociales.

 CONOCIMIENTO CIENTÍFICO Y PUEBLOS 
INDÍGENAS

El derecho a la ciencia debe ser interpretado tam-
bién en relación con el derecho a la autodetermina-
ción de los pueblos indígenas y a su relación con los 
saberes ancestrales que ellos atesoran. Al respecto, 
la Declaración de derechos de los pueblos indígenas 
aprobada por la AG de la ONU en 2007 afirmaba en 
su artículo 31:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a 
mantener, controlar, proteger y desarrollar su 
patrimonio cultural, sus conocimientos tradi-
cionales, sus expresiones culturales tradiciona-
les y las manifestaciones de sus ciencias, tec-
nologías y culturas, comprendidos los recursos 
humanos y genéticos, las semillas, las medici-
nas, el conocimiento de las propiedades de la 
fauna y la flora, las tradiciones orales, las lite-
raturas, los diseños, los deportes y juegos tradi-
cionales, y las artes visuales e interpretativas. 
También tienen derecho a mantener, controlar, 
proteger y desarrollar su propiedad intelectual 
de dicho patrimonio cultural, sus conocimien-
tos tradicionales y sus expresiones culturales 
tradicionales.”

¿Respetar las tradiciones culturales e intelectuales 
de los pueblos originarios implica conferir a sus sa-
beres el carácter de ciencia? Si bien hay dimensiones 
culturales (a menudo con implicancias económicas) 
como las que señala la declaración, que están obvia-
mente protegidas, no es tan obvio que tal protección 
se derive directamente del “derecho a la ciencia”, tal 
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como está formulado en la DUDH. Una vía interpre-
tativa es la de considerar distintos tipos de saberes, 
con rasgos diferenciales. En tal caso sería necesario 
establecer claramente los límites entre ellos, para lo 
que se requiere un diálogo entre quienes sostienen 
los conocimientos tradicionales y los científicos, con 
el propósito de explorar las relaciones entre los dife-
rentes sistemas de conocimiento1.

La Declaración sobre la Ciencia y el uso del Co-
nocimiento Científico adoptada por la Conferencia 
Mundial sobre la Ciencia (1999) destaca el desafío de 
usar de manera responsable el conocimiento cientí-
fico para dar respuesta a las necesidades y aspiracio-
nes humanas. Esta tarea -agrega- requiere muchos 
colaboradores y demanda un amplio diálogo entre la 
ciencia y la sociedad. Para encontrar soluciones via-
bles a muchos problemas locales de desarrollo sos-
tenible es crucial lograr una adecuada interacción 
entre la ciencia y las culturas indígenas locales. En 
tal sentido, el párrafo 26 de la Declaración observa 
que estos sistemas de conocimiento tradicional lo-
cal, como expresiones dinámicas de percibir y com-
prender el mundo, pueden realizar (e históricamente 
lo han hecho) una valiosa contribución a la ciencia y 
la tecnología, por lo cual es necesario preservar, pro-
teger, investigar y promover esta herencia cultural y 
el conocimiento empírico que conlleva. 

Este principio se expande en la Agenda y Progra-
ma de Acción adoptada por conferencia, en la sec-
ción titulada “Ciencia moderna y otros sistemas de 
conocimiento” recomienda que las organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales sostengan 
los sistemas de conocimiento tradicional y brinden 
apoyo activo a las sociedades que los conservan y 
desarrollan, a sus formas de vida, lenguajes, organi-
zación social y ambiente en el que viven, así como 
reconocer la contribución de las mujeres como de-
positarias de gran parte del conocimiento tradicio-
nal.

1  Aporte de Serena Heckler: “Algunos grupos, incluso los Maori de Nueva Zelanda y varios pueblos de Norteamérica insisten en 
que las metodologías científicas normales no sirven para mejorar la vida de los pueblos indígenas y los otros grupos marginali-
zados. Proponen nuevas normas éticas y metodológicas para ser más inclusivos en la práctica de la ciencia. Se puede ver, por 
ejemplo, el libro clave por Linda Tuhiwai Smith “Decolonizing Methodologies: Research and Indigenous Peoples” o una nueva 
forma de realizar investigaciones científicas con los Maori “Kaupapa Maori Research”.

2  El efecto Matilda es un prejuicio en contra de reconocer los logros de las mujeres científicas, cuyo trabajo a menudo se atribuye 
a sus colegas masculinos. Este fenómeno fue descrito por primera vez por la sufragista y abolicionista Matilda Joslyn Gage en 
su ensayo, «La mujer como inventora».

 GÉNERO Y CIENCIA

En un escenario de igualdad de derechos no es po-
sible ignorar la cuestión de género en el ámbito de 
la ciencia y la tecnología. Algunos estudios han ana-
lizado la ausencia e invisibilización de las mujeres 
en la ciencia, así como la desigualdad de su acceso 
a la formación y a la investigación, lo cual termina 
incidiendo en su ingreso y permanencia en carreras 
científicas, grupos de investigación y cargos de deci-
sión jerárquico, entre otros. Diversos fenómenos a 
los que se ha denominado como el “techo de cristal”, 
el “efecto Matilda”2 o el “efecto Curie”, entre otros, 
han sido tomados como referencia para interpretar 
la situación las mujeres en la estructura científica en 
todo el mundo y para demostrar que, por más que 
el acceso de éstas a la educación superior en varios 
países ha llegado a ser equitativo y hasta en algunos 
casos supera el de los hombres, aún se siguen pre-
sentando diferencias significativas en el ascenso (se-
gregación vertical) y permanencia en las carreras de 
especialización y posgrado. 

Se ha señalado que existen sesgos en la elección de 
temas de trabajo y disciplinas científicas por parte 
de las mujeres, hacia disciplinas de corte histórico, 
sociológico, económico y biomédico, en detrimento 
de carreras de tipo tecnológico, lo que es interpreta-
do como una tendencia a perpetuar los estereotipos 
construidos en torno al género. Para hacer frente a 
tales sesgos, que contradicen la idea de la ciencia 
como derecho humano, la cuestión ha sido gradual-
mente incorporada a las agendas políticas de los paí-
ses de América Latina, repercutiendo en programas 
y proyectos enfocados en promover la formación, 
capacitación y desarrollo profesional de las mujeres 
en disciplinas científicas, tecnológicas, ingeniería y 
matemáticas. Sin embargo, a pesar de que la partici-
pación de estas ha ido aumentando notablemente, se 
mantiene en varios países y en ciertos sectores dis-
ciplinarios una brecha de género que incide en el re-
conocimiento del trabajo de las mujeres en ciencia, 
su acceso y permanencia en puestos relevantes y en 
la remuneración económica. Esta realidad debe ser 
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revisada desde la perspectiva del derecho que con-
sagra la DUDH. 

 CIENCIA CIUDADANA 

El desarrollo científico y tecnológico abre posibi-
lidades de expansión de la vida ciudadana y el ejer-
cicio de derechos civiles, gracias a la extraordinaria 
variedad de medios de comunicación y de vincu-
lación que trascienden las fronteras. Las TIC han 
hecho posible también la disponibilidad de grandes 
masas de información en bases de datos y reposito-
rios institucionales, al tiempo que se han desarrolla-
do herramientas de búsqueda que permiten navegar 
en océanos informativos. Gran parte de la investiga-
ción académica, tanto en las ciencias puras como en 
las humanidades y las ciencias sociales se basa ac-
tualmente en Internet. 

Una consecuencia necesaria de la apertura del co-
nocimiento científico y de la gran difusión que Inter-
net y las TIC permiten es la participación ciudadana 
en la determinación de las prioridades de la investi-
gación. No se trata de que todos los ciudadanos se 
conviertan en científicos, sino de hacer posible que 
todos puedan manifestarse acerca de la importancia 
relativa de ciertos temas, de las consecuencias éticas, 
sociales o ambientales de ciertas líneas de investiga-
ción o desarrollo tecnológico y de la aplicación de 
fondos públicos al financiamiento de la ciencia, así 
como de los valores que la sociedad prioriza en ma-
teria de legislación relativa al conocimiento.

Actualmente se utiliza el término “ciencia ciuda-
dana” para referirse a la participación pública en 
cuestiones referidas a la investigación científica y a 
la comunicación de sus resultados. La participación 
pública en la producción social del conocimiento 
refuerza su transparencia, promueve la cultura cien-
tífica, contribuye al aumento de la confianza pública 
en la ciencia y sensibiliza acerca de los problemas 
ambientales. En palabras de Helga Nowotny (2001), 
un símbolo de la época es que, si antes la ciencia in-
terpelaba a la sociedad, actualmente la sociedad in-
terpela a la ciencia y demanda respuestas. 

 POST SCRIPTUM

El texto precedente y el rico diálogo posterior acon-
tecido en el encuentro de Villa Ocampo discurren 
sobre el sentido y el alcance del llamado “derecho a 
la ciencia”. La importancia del tema radica en que, 
como señalara John Ziman (2003), la ciencia es una 
de las instituciones principales de nuestra sociedad 
y constituye un elemento estructurante fundamen-
tal del orden social. La asignación de tan importante 
papel deriva de la consideración de los beneficios 
de la ciencia. ¿Cuáles son ellos? El beneficio más in-
mediato, arraigado en los orígenes de la historia del 
pensamiento, es el desarrollo del espíritu humano 
y la satisfacción del deseo de conocer. Tanto la De-
claración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, como la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos aluden a este aspecto cuando eng-
loban el progreso intelectual y el avance científico 
en el marco de la vida cultural de las comunidades. 
En el diálogo de Villa Ocampo se destacó el aspecto 
placentero de la adquisición del conocimiento, más 
allá de las cuestiones prácticas. La cultura científica, 
se señaló, está íntimamente relacionada con el placer 
intelectual derivado del acto de conocer.

Los beneficios materiales de la ciencia son, sin em-
bargo, los de mayor impacto  en la calidad de vida, 
la salud, las comunicaciones y el desarrollo de la 
economía, entre otros aspectos. Parte de estos be-
neficios son públicos y es uno de los deberes de los 
estados garantizar el acceso a ellos. En ese sentido, 
el derecho a la ciencia puede ser entendido como el 
derecho a mejorar la calidad de vida. Otros benefi-
cios se mediatizan a través de la actividad privada. 
El derecho garantizado incluye la protección a los 
autores, tanto en el reconocimiento de su autoría, 
como en el beneficio económico que eventualmente 
se derive de los conocimientos alcanzados por ellos. 
Del texto surge una tensión que debe ser resuelta en 
el marco de una política científica que tienda a ba-
lancear adecuadamente los conocimientos disponi-
bles en acceso abierto y los que están protegidos por 
pertenecer al ámbito privado, a fin de lograr que se 
enriquezcan mutuamente.

Otros aspectos considerados remiten a la ciencia 
como conocimiento y como acción. Por lo tanto, el 
derecho comprende tanto el acceso a los resultados 
de las investigaciones, como la participación en el 
proceso de creación del conocimiento, a través de 
la educación, la comunicación pública y la parti-
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cipación ciudadana. Implica, por lo tanto, el dere-
cho de acceder a la educación superior, ya que ésta 
permite alcanzar las capacidades necesarias para la 
práctica de la investigación. En el diálogo se destacó 
que el derecho a la ciencia conlleva el derecho a la 
educación, que el ejercicio de la actividad científi-
ca implica la libertad académica y que a través de 
la ciencia se logran mejoras en la salud, el cuidado 
del ambiente, la calidad de vida y, en general, en la 
toma de decisiones racionales. El acceso a la ciencia 
es, en resumen, un requisito para el ejercicio de la 
ciudadanía.

El alcance del derecho varía en su aplicación a los 
distintos grupos sociales. El diálogo en Villa Ocam-
po tomó en consideración el impacto de la ciencia 
en esos grupos. Se reconoce una tensión entre el 
conocimiento científico y otros saberes propios de 
las culturas indígenas. ¿Los saberes ancestrales que 
forman parte de la cultura de ciertas comunidades 
están protegidos por el derecho a la ciencia? Más allá 
de caracterizar la ciencia distinguiéndola de otros 
tipos de conocimientos, en el diálogo se rescató el 
valor de los conocimientos de los pueblos origina-
rios y se los reconoció como expresiones dinámicas 
de percibir y comprender el mundo, que pueden 
realizar una valiosa contribución a la ciencia y la 
tecnología. Por este motivo, se coincidió en la ne-
cesidad de preservar, proteger, estudiar y promover 
esta herencia cultural y el conocimiento empírico 
que conlleva.

La necesaria respuesta a las necesidades y aspira-
ciones humanas sólo puede ser resuelta en el contex-
to de un amplio diálogo entre la ciencia y la socie-
dad, sobre la base de reconocer la multiplicidad de 
lenguajes y saberes. Reconocerlos no implica con-
fundirlos sin discriminarlos, pero al mismo tiempo 
la solución de muchos problemas locales se facilita 
mediante un diálogo entre la ciencia y otros tipos de 
conocimientos válidos, entre los que se incluyen los 
saberes ancestrales de las culturas indígenas. 

También hubo coincidencias en la necesidad de 
abordar el problema de la  invisibilización de las 
mujeres en la actividad científica, así como la des-
igualdad de su acceso a la formación y a la inves-
tigación, lo cual termina incidiendo en su ingreso 
y permanencia en carreras científicas, grupos de 
investigación y cargos de decisión jerárquico, entre 
otros. 

En un plano económico y social se registra una 
tensión entre la dinámica competitiva y la coopera-

ción para el desarrollo. Esta tensión está implícita en 
la formulación del derecho, cuando reconoce al mis-
mo tiempo el libre acceso a los conocimientos y la 
protección de los intereses intelectuales o materiales 
de los autores. Trasladada esta tensión al plano de la 
cooperación para el desarrollo, en una época como 
la actual, en la que se destaca el impulso a la innova-
ción, surge como interrogante y como desafío la ne-
cesidad de conciliar la dinámica competitiva, propia 
de la innovación en los países desarrollados, con la 
cooperación con los países en desarrollo. Los bene-
ficios del avance científico alcanzan principalmente 
a las sociedades más avanzadas y competitivas, en 
desmedro de los países en desarrollo. Mucho se ha 
escrito sobre el “efecto Mateo”, por el cual aquel que 
más tiene, más recibe. Por razones de equidad, los 
estados más avanzados deben cooperar con los paí-
ses en desarrollo, no solamente para fortalecer sus 
economías, sino para enriquecer su cultura científi-
ca, como parte de su conciencia ciudadana.

¿Cómo hacer de la cooperación una herramienta 
para lograr que el derecho a la ciencia alcance a los 
sectores sociales más excluidos? La incorporación 
de estos grupos sociales marginados del progreso 
debe ser resuelta en un plano que excede a la ciencia 
misma, ya que debe basarse en una amplia toma de 
conciencia social que lleve a movilizar recursos para 
garantizar el acceso a la educación y condiciones de 
vida dignas. En este proceso, la cooperación inter-
nacional puede dar amplitud a acciones de fomento 
de la cultura científica y la conciencia ciudadana no 
solamente sobre los beneficios, sino también sobre 
las amenazas de la ciencia y la tecnología, que sin un 
adecuado control se proyectan sobre dimensiones 
como el empleo y el medio ambiente. 
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 ARTÍCULOS SOBRE EL DERECHO A LA 
CIENCIA

Declaración Universal de los Derechos 
Humanos

Artículo 27 1. Toda persona tiene derecho a tomar 
parte libremente en la vida cultural de la comuni-
dad, a gozar de las artes y a participar en el progreso 
científico y en los beneficios que de él resulten. 

2. Toda persona tiene derecho a la protección de 
los intereses morales y materiales que le correspondan 
por razón de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora.

Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre

Artículo 13.  Derecho a los beneficios de la cul-
tura.

Toda persona tiene el derecho de participar en la 
vida cultural de la comunidad, gozar de las artes y 
disfrutar de los beneficios que resulten de los progre-
sos intelectuales y especialmente de los descubrimien-
tos científicos.

Tiene asimismo derecho a la protección de los in-
tereses morales y materiales que le correspondan por 
razón de los inventos, obras literarias, científicas y ar-
tísticas de que sea autor.

Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

Artículo 15 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto recono-
cen el derecho de toda persona a:

a) Participar en la vida cultural; 

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y 
de sus aplicaciones; 

c) Beneficiarse de la protección de los intereses mo-
rales y materiales que le correspondan por razón de 
las producciones científicas, literarias o artísticas de 
que sea autora. 
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2. Entre las medidas que los Estados Partes en el 
presente Pacto deberán adoptar para asegurar el ple-
no ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias 
para la conservación, el desarrollo y la difusión de la 
ciencia y de la cultura. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se com-
prometen a respetar la indispensable libertad para la 
investigación científica y para la actividad creadora. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto recono-
cen los beneficios que derivan del fomento y desarrollo 
de la cooperación y de las relaciones internacionales 
en cuestiones científicas y culturales. 

Protocolo Adicional Convencion 
Americana Sobre Derechos Economicos, 
Sociales y Culturales “Protocolo de San 
Salvador”

Artículo 14 Derecho a los Beneficios de la Cultura 

1. Los Estados partes en el presente Protocolo re-
conocen el derecho de toda persona a: 

a. participar en la vida cultural y artística de la co-
munidad; 

b. gozar de los beneficios del progreso científico y 
tecnológico; 

c. beneficiarse de la protección de los intereses mo-
rales y materiales que le correspondan por razón de 
las producciones científicas, literarias o artísticas de 
que sea autora. 

2. Entre las medidas que los Estados partes en el 
presente Protocolo deberán adoptar para asegurar el 
pleno ejercicio de este derecho figurarán las necesa-
rias para la conservación, el desarrollo y la difusión de 
la ciencia, la cultura y el arte. 

3. Los Estados partes en el presente Protocolo se 
comprometen a respetar la indispensable libertad 
para la investigación científica y para la actividad 
creadora. 

4. Los Estados partes en el presente Protocolo re-
conocen los beneficios que se derivan del fomento y 
desarrollo de la cooperación y de las relaciones inter-
nacionales en cuestiones científicas, artísticas y cultu-
rales, y en este sentido se comprometen a propiciar 
una mayor cooperación internacional sobre la ma-
teria. 
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